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			Consejos para leer la obra de manera funcional

			Tener a la mano una Ley del IVA

			Debido a que evité hacer transcripciones literales de los textos -los cuales se analizan en forma detallada- para que la obra no se extendiera demasiado es conveniente tener una Ley del IVA a su alcance para comprender los comentarios que formulo.

			Ser un estudioso de la materia aduanera 

			Si alguna vez le enseñaron IVA sin consultar una Ley Aduanera o si se considera un especialista del IVA y nunca se ha acercado a consultar la legislación aduanera y sus reglas de carácter general de forma seria y profesional, con respeto le hago saber que le han engañado o usted se ha engañado, ya que solo un especialista aduanero podría comprender los alcances de la regulación que hace el IVA sobre las actividades de importación y exportación.

			Entre mayor conocimiento y comprensión tenga de la Ley del ISR, mejor será su dominio del IVA

			Cuando tengo la oportunidad de enseñar IVA a participantes que están muy sólidos en ISR, la enseñanza fluye con rapidez y se avanza con firmeza. No piense solo en hacerse especialista en IVA, articule su conocimiento con otras leyes fiscales para una mejor comprensión de los textos y alcance de los mismos.

			Tener a su disposición la consulta de diversas leyes y otros textos

			No es posible comprender una ley mirando solo el texto de la misma, se requiere ligar, comparar, verificar y comprobar lo que otras leyes regulan sobre una misma situación o presupuesto. Nunca pretendí ser exhaustivo con este texto, hágase de otras obras serias que sean resultado de una labor editorial, consúltelas y obtenga su propia conclusión, esto le abrirá un panorama mayor sobre cada disposición que revise.
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			Énfasis en el papel del Contador Público como docente, una revisión a la necesidad de implementar la argumentación filosófica en la formación del profesorado de nivel universitario

			En este pequeño apartado, al inicio de la revisión al Impuesto al Valor Agregado (IVA) que realizo, me he propuesto disertar sobre la necesidad de formar al docente universitario que imparte cátedra en una disciplina del área económico-administrativa en la argumentación filosófica, como elemento para convertirse en un docente reflexivo, lo que, a su vez, sentará las bases para construir en el aula una pedagogía crítica que eleve la comprensión de los estudiantes universitarios en los problemas sociales, económicos y políticos del país, que lo lleven a resolver los problemas complejos de la sociedad, en lugar de solo preparar profesionales técnicos para llenar las plazas que demanda el mercado laboral con un enfoque neoliberal, basado en una técnica transmisora del saber. 

			También se incluye la disertación sobre el papel de la universidad en la sociedad y el compromiso que tiene en producir una investigación que sea socialmente relevante, compromiso que no podrá hacer frente sin la ayuda de la argumentación filosófica y de la reflexión en el aula que produzca el profesor-investigador, quien es un docente que va más allá de su gestión en el aula frente a grupo, convirtiéndose en un productor del conocimiento y no solo en un reproductor de objetivos curriculares elaborados por alguien más.

			Hacia una formación docente reflexiva y crítica: fundamentos filosóficos

			Nos detenemos a analizar sobre la importancia que tiene un profesor universitario del área económico-administrativa (que no sea del área de las ciencias sociales) al contar con una formación crítica, reflexiva y ética que propicie una educación humanizadora, en donde el papel del profesor no está limitado solo a ser un experto y especializado en la técnica contable, más bien enfocado en disertar sobre los profundos y complejos problemas de nuestra época, como la evasión y elusión fiscal, el contrabando documentado, la poca recaudación que impide hacer frente a las necesidades sociales de la población, entre muchos otros que se presentan en la profesión contable y que podríamos condensar en numerosos conflictos políticos, económicos y culturales, propios de la civilización occidental moderna, los cuales no podrían abordarse ni resolverse con un enfoque técnico-instrumental, ya que el avance de las tecnologías no ha solucionado los problemas fundamentales de la vida humana, por el contrario, pareciera que las maximiza.

			Con esta perspectiva, Carmona (2008) sostiene que la crisis en la educación es en realidad una crisis fundamentalmente humana o, dicho de otra forma, es resultado de un proceso paulatino de deshumanización que se presenta en la educación tecnocrática que conforma a las instituciones educativas en empresas y a los profesores en operarios, en donde se resaltan los resultados en superioridad a los fines y a los medios. 

			El riesgo está en que este tipo de formación puede producir alumnos pasivos y conformistas -un objeto pasivo del proceso educativo-, por lo que, en su lugar, estamos proponiendo un esquema de formación basado en un sujeto pensante, actuante, creador y constructor de su vida individual y social, se trata de una visión integral del ser humano (130), en donde se resaltan elementos como la autorrealización, libertad, autodeterminación, apertura solidaridad, jerarquía de valores y dignidad personal.

			Hasta ahora pareciera que el profesor universitario en la enseñanza contable está resumido en un proceso instruccional, basado en destrezas técnicas, descuidando la dimensión cualitativa de la acción educativa, por lo que vislumbramos una formación más crítica hacia los problemas de la sociedad, ligando el ser con el deber ser, de forma más profunda, no solo disciplinaria como hasta ahora (p. ej. según la carrera profesional elegida, el alumno se enfoca en desarrollar su disciplina sin intervención de otra, un Contador Público no se allega de la filosofía, ya que es considerada otra carrera profesional que para su estudio debió elegirse otra disciplina. 

			Desde 1982, Habermas ya sostenía que el positivismo es la negación de la reflexión o el renegar de esta, catalogándola incluso como el final de la teoría del conocimiento, sentando las bases para una corriente de pensamiento preocupada por el rescate de la reflexión y de los problemas de la educación, en donde la filosofía desempeña un saber soberano con la ciencia y la evaluación del conocimiento, por lo que propone “recuperar las etapas abandonadas de la reflexión” (citado en Carmona, 2008: 135).

			Algunos autores, como Freire (1997) e Imbernón (1998), dan cuenta de la necesidad de que el docente se transforme en un profesor-investigador, pero ¿cómo lograr lo anterior si el docente ha olvidado la categoría de reflexión y la teoría crítica de la educación que propone una nueva visión sobre el papel del docente en el aula?, lo que daría como resultado que los programas de formación docente no se diseñen solo para capacitar a los alumnos a responder a los retos de su práctica profesional, más bien con un enfoque de investigación y de construcción de la teoría educativa, otorgando al profesor el liderazgo intelectual y moral en la formación de estudiantes críticos y activos, capaces de integrar pensamiento y práctica, en donde se resalten habilidades como la capacidad de juicio, análisis, discusión crítica, formación del sentido común, pensamiento práctico reflexivo y comprensión ética, así como concatenar ideas y razonar sobre estas.

			Esto nos lleva a plantear una propuesta de educación universitaria en el área económico-administrativa, concretamente en la enseñanza de la Contaduría, con un fuerte componente filosófico y social, buscando dilucidar el sentido último de su finalidad, en donde el docente tiene un papel fundamental como constructor del aprendizaje en el aula, en donde todas las acciones se vinculen con la finalidad de la educación, algo para lo cual se mira necesario haber disertado previamente para ejercitarla. Lo anterior implica, sine-qua-non “poseer una base filosófica, amplia y bien estructurada, que le permita al docente conformar su propia ideología” (Carmona, 2008: 142). 

			Es así como estamos vinculando la filosofía y la educación bajo el argumento de que el docente debe involucrarse en la construcción del conocimiento en el aula, en donde sería imposible educar y humanizar sin contar con cierta técnica y un adecuado vocabulario para discernir sobre las cuestiones humanas y la problemática social. Por lo que estamos proponiendo incorporar la reflexión crítica en el currículum universitario de las carreras económico-administrativas que están desprovistas de esto. Mathew Lipman sostiene que “hasta que los educadores no aprendan filosofía y puedan filosofar, el futuro del pensamiento en educación seguirá siendo incierto” (citado en Carmona, 2008: 143). Por ello, sostenemos que si los profesores no realizan, con antelación a su función en el aula, una reflexión sobre los conceptos filosóficos implicados en la educación, difícilmente podrá formarse crítica, reflexiva y éticamente.

			La formación de docentes universitarios reflexivos

			Pero, ¿están preparados los profesores universitarios para enfrentar los retos y desafíos que el país demanda de la enseñanza universitaria? Gran parte de los docentes universitarios tienen un pasado empresarial porque no miran en la profesión educativa un futuro económico promisorio, así que cuando llegan a la actividad docente es porque las oportunidades laborales fueron escasas o porque quieren terminar su vida profesional enseñando en el aula universitaria, pero muy pocos miran la práctica educativa como un área de profesionalización, como si estar frente a grupo fuera una actividad rutinaria y fácil de solventar. 

			Es aquí donde la formación del profesional docente recobra especial importancia, pero si esta se realiza de forma tecnócrata, digamos, relacionada solo con estrategias educativas tradicionales “transmisor-receptor”, en donde los problemas sociales no participan en el proceso de formación del educando, bajo este contexto, la formación del estudiante no habrá tomado el impulso ni el camino que estamos proponiendo.

			El papel de la universidad no podría concentrarse en expedir títulos de profesionistas a los ciudadanos que concluyeron las asignaturas obligatorias (p. ej. las universidades se ocupan más de la eficiencia terminal para recibir sus beneficios económicos que en la formación de alumnos reflexivos), es y debe ser un elemento esencial en la construcción de una sociedad que haga frente a los retos del siglo XXI, propiciando un tipo de conocimiento e investigación aplicados, que sean socialmente relevantes para la comunidad a quien sirve, por lo que la práctica reflexiva del docente tiene un papel fundamental en este proceso, pues las aulas universitarias reciben estudiantes de gran diversidad cultural, con necesidades y antecedentes particulares (problemas económicos, sociales y culturales específicos). 

			Por lo anterior, el cuerpo académico debe tener la capacidad de adaptación para construir en el aula un aprendizaje relevante en cada alumno, ya que una particularidad de este nivel de enseñanza, a diferencia de otras, es que el estudiante, durante o después de sus estudios, estará ingresando a un mercado laboral que le exige resolver problemas prácticos y técnicos, al mismo tiempo que situaciones complejas que involucren su ética y pongan en confrontación sus creencias como: la honestidad, el compañerismo y el trabajo colaborativo, entre otras.

			Las instituciones universitarias no pueden comportarse ajenas a la realidad social del país, deben ajustarse a las necesidades de la población para que sus egresados no solo acumulen información y obtengan grados académicos, sino que puedan aplicar sus conocimientos para la perfección de su persona y con ello producir un mejor nivel de vida para ellos y para quienes viven en su comunidad. 

			Con esto queremos establecer que el docente no debe ser solo un facilitador del conocimiento, sino que debe participar en la construcción de la sociedad de conocimiento, debiendo ampliar su ejercicio docente a la investigación y no solo a su quehacer dentro del aula universitaria, porque sin una formación orientada a la investigación, difícilmente podrán consolidarse cuerpos académicos exitosos en la ejecución e implementación de una práctica reflexiva.

			Torres Hernández (2010) diserta sobre los esfuerzos que se han hecho para desarrollar la capacidad reflexiva de los futuros docentes, por medio de diarios impresos y electrónicos, aplicando el coaching, con el uso de mentores y redes electrónicas de colaboración, pero esto no se ha llevado a los profesores que ya se encuentran ejerciendo la práctica docente. Dewey señala que la reflexión “es el discernimiento entre lo que tratamos de hacer y el resultado de nuestras acciones a través de un cambio gradual en la forma de pensamiento que ensancha la visión del individuo para incluir aspectos que van más allá de sus intereses personales” (citado en Torres Hernández, 2010). 

			Para Durkheim, la reflexión es la fuerza antagónica de la rutina. Es así la práctica reflexiva una forma de resolver los problemas identificándolos con el contexto práctico y real que le rodea, pensando y haciendo al mismo tiempo, podríamos decir que se trata de una solución artística y no solo práctica, por lo que este tipo de docente se preocupa más por reflexionar que por aplicar pruebas estandarizadas, para medir si el alumno aprendió ciertos conocimientos.

			Giroux (1990) sostiene que solo un docente intelectual y reflexivo podría propiciar el aprendizaje de otros ciudadanos activos y críticos, porque solo así podrá enfatizar los aspectos éticos, sociales y de justicia que son tomados en cuenta, tanto en los medios como en los propósitos de la educación. Este pensamiento implica tener conciencia y responsabilidad social de las decisiones educativas que se toman en la institución y en el aula. Ante los retos que se le demandan a las instituciones universitarias, no podemos esperar que estas tengan resultados socialmente significativos si dentro de las aulas no se allegan de profesores que promuevan la indagación y la generación de un conocimiento pertinente a las necesidades sociales, económicas y culturales del país.

			La formación de un profesor bajo una perspectiva crítica

			Cada profesor tiene una perspectiva propia de las funciones sociales que le corresponden, de las responsabilidades que debe asumir o de lo que considera que no es cosa suya (Rozada, 1997), en donde la calidad profesional será determinada en tanto consiga los objetivos previstos, de acuerdo con las competencias específicas, previamente determinadas, para realizar la función que le corresponde en un sistema regido por los principios basados en la burocracia. 

			Respecto a esta realidad, el enfoque crítico de la formación puede ser planteado de diversas maneras que, a decir del citado autor, podrían ser: el tecnólogo crítico, el investigador y el intelectual, los cuales se pueden resumir en la reunión de tres elementos:

			
					El profesor que accede al conocimiento académico (quien estudia); 

					El que se vuelve sobre el conocimiento ordinario que ya se tiene (quien reflexiona); y,

					El que lleva a cabo intervenciones concretas en la realidad material (quien actúa).

			

			Es así como el estudio, la reflexión y la acción constituyen tres pilares sobre los que debe asentarse el proceso formativo, aunque no por ello se deba afirmar de manera tajante que hemos encontrado la verdad absoluta; por el contrario, esto debe servir para profundizar en la compleja relación de la teoría con la práctica, es lo que Rozada (1997) llama el enfoque dialéctico-crítico, por lo que conviene preguntarnos: “¿son los maestros los que hacen la escuela o la escuela a los maestros?” (Lerena en Rozada, 1997: 54), porque el papel del profesor está determinado por el rol que le corresponde a la universidad como institución de la sociedad civil.

			Desarrollo del pensamiento crítico en estudiantes universitarios

			La institución universitaria debe formar profesionales, independientemente de la orientación disciplinar de la carrera elegida, capaces de resolver problemas, buscar soluciones y alternativas bajo un escenario de responsabilidad social. Parra Chacón (2002) realizó un estudio sobre la didáctica del pensamiento crítico en estudiantes de medicina, para lo cual realizó un análisis cualitativo sobre una muestra de 50 estudiantes del sexto año de la Facultad de Medicina en Cartagena, en donde la edad promedio era de 23 años. 

			Este estudio arrojó los resultados siguientes: 1) 10% de los estudiantes había recibido instrucción sobre el uso de herramientas para la construcción de conocimiento; 2) ninguno de los estudiantes recibió formación en técnicas de pensamiento; 3) 25% de los estudiantes presentaba destrezas en la competencia comunicativa escrita, y 4) 30% de los estudiantes realizaba lectura comprensiva. 

			El investigador concluye, basado en este estudio, que el modelo actual de la educación superior “es un simple proceso de información o preparación de tipo técnico, cuyo principal objetivo es la producción de un profesional para cubrir la demanda de un mercado laboral; olvidando que la educación es un proceso de formación, de acceso al pensamiento crítico y a la construcción del saber” (1). 

			Este reto profesional implica que el profesor tenga un buen conocimiento de sus estudiantes respecto a sus conocimientos previos, su estilo de aprendizaje, los motivos que los animan o desalientan a aprender, sus hábitos de trabajo, etc., los cuales propician que la actividad en el aula no deba ser ya una situación unidireccional. 

			Las conclusiones demuestran que las habilidades en la toma de decisiones del profesional médico (sobre quien recayó la investigación citada) deben robustecerse en la relación con el paciente y su comunidad (en el caso del Contador es el cliente y su comunidad o su empleador y el mercado); sin embargo, las estrategias de enseñanza-aprendizaje no siempre se adecúan a esa necesidad, esto es, se forma un estudiante acrítico sin un compromiso con el conocimiento profundo ni con su entorno social, aunque claro, esto no debe considerarse como un problema generado en el aula universitaria, la formación en la educación media superior y en el nivel básico también deben ser sujetos a escrutinio para responder preguntas relacionadas con la formación del estudiante en la resolución de los problemas de la vida.

			¿Para qué enseñar y para qué aprender? ¿Cómo es el tipo de sociedad -y cómo será- en la cual se desempeñarán los estudiantes? El personal docente, como mediador cultural, debe llevar al estudiante a una realidad, intentando en lo posible acortar la distancia entre lo que se aprende y lo que se vive o lo que se vivirá y los retos que deberá enfrentar en su ejercicio profesional al cabo de cinco o diez años futuros. 

			Esto podría ser descrito en el proceso de acción, en el cual se pide al estudiante describir los hechos o las situaciones importantes de una situación expuesta; identificar los problemas y formular sus preguntas; buscar soluciones alternativas a los problemas identificados, teniendo a priori una respuesta acerca del conocimiento que tiene el estudiante en ese momento; y, consultar otros autores o fuentes de información para robustecer sus respuestas, confrontándolas contra otros puntos de vista. Esto lleva a plantear un nuevo modelo de actuación docente y de organización en el aula, en el cual los estudiantes construyan su aprendizaje de manera autónoma, conforme a los problemas reales actuales y los esperados en el futuro.

			Algunas reflexiones sobre nuestra función docente

			Me opongo a producir técnicos bien informados
que estén completamente dispuestos a llevar a cabo todas
las órdenes de la autoridad constituida sin cuestionarla. 

			Carl Rogers y H. Jerome Freiberg.

			a) Las preguntas, antes que las respuestas

			¿En función de qué o para qué se enseña? ¿Con qué propósito se estudia? Sobre si los profesores podemos dictar una directriz acerca de nuestra concepción de aquello que la universidad debe ser; sobre las aspiraciones del alumno que buscamos formar, prepararlo para buscar un empleo o hacerlo más reflexivo aún a costa de perder un poco de entrenamiento práctico; sobre cómo ordenar las asignaturas, la forma de nombrarlas y los contenidos de cada una; sobre dictar directrices acerca del comportamiento del profesor en el aula o dejarlo a su entera libertad, que haga lo que considere es más relevante para enseñar y la forma en que concibe la búsqueda de ese saber por los alumnos, aunque no siga un canon pedagógico trazado por la teoría educativa, y finalmente, pero no por eso exhaustivo, sobre el papel que tiene cualquier universidad en la Reforma Fiscal Integral que México demanda, es decir, el compromiso que tenemos para con la sociedad. ¿Tendríamos que pronunciarnos los académicos sobre la política fiscal emprendida por los gobiernos? ¿Están comprometidos los académicos y los estudiantes con el futuro de la sociedad en que viven o piensan que eso no es cosa suya?

			A mi parecer, tres preguntas son fundamentales: ¿qué enseñar?, ¿para qué enseñar?, y, ¿cómo enseñar? Métodos de trabajo, formas concretas de actuación en el aula, ¿qué camino tomar? ¿La tradición renovadora de Rousseau, Ferrière o Wallon? ¿La crítica antiautoritaria de Neill, Rogers o Lobrot? ¿El papel sociopolítico de los docentes que propugnan Gramsci, Althusser o Bourdieu? ¿O la perspectiva latinoamericana de Freire o Illich?1

			Quizá no es sencillo ponernos de acuerdo en las respuestas, pero al menos deberíamos buscar tener un acercamiento en las preguntas, creando un debate sobre los elementos que compone nuestra actuación docente, repartiendo responsabilidades y dejando en claro qué le corresponde a cada quién, ¿tenemos claro qué es eso que busca y espera el estudiante al concluir sus estudios universitarios? Una enseñanza acorde con la transformación y la evolución de la profesión contable.2

			b) ¿La enseñanza fiscal está en crisis?

			Recién escuché a un contador decir que los fiscalistas jóvenes están desapareciendo, aquellos estudiosos que compraban leyes para marcarlas, que se hacían de otras para corresponderlas, para compararlas, aquellos que tenían dudas y las solventaban, discutían con sus pares y buscaban el consejo de sus profesores o de otros profesionales con mayor experiencia. Estudiaban, pues. Pienso que si bien es una crítica dura contra la profesión en su conjunto, la percepción de este experimentado colega no está completamente equivocada, aunque no podemos generalizar. 

			A lo largo de mis doce años de académico he visto como las aulas cada vez están más vacías (a pesar de que las cifras oficiales indican que no hay cabida en la universidad). Antes, presionabas académicamente a los alumnos y te respondían con entereza, con honor. Ahora, prefieren abandonar la clase y buscar su reposición en otro semestre, con otro profesor, finamente “tienen tiempo” y la educación es gratuita. Fatal error. Para mí es claro que los alumnos buscan el camino fácil, el más corto, ¿estaremos como docentes haciendo lo mismo? ¿En dónde están los videos en la Internet que en tres pasos les expliquen la determinación de un impuesto en lugar de leer colecciones completas para comprender la teoría sobre la que se sustentan? 

			Algunos se jactan de tener tanto trabajo que les impide leer libros, como da cuenta Schiffrin (2007): “No paraba de ufanarse de que estaba siempre demasiado ocupado para leer un libro… aliviado de la onerosa tarea de leer” (219), otros profesores equivocados piensan que no hay literatura que deba ser presentada a sus alumnos, ¿qué acaso una sola ley y su punto de vista son suficientes para formar integralmente a un especialista fiscal? 

			Si bien la distancia más corta entre dos puntos es la recta, esto no siempre es aplicable a nuestra profesión, en donde el camino largo es mejor que el corto, sin atajos, sin resúmenes; invitemos a consultar obras completas, no esperemos llegar al doctorado para que nos enseñen que las primeras fuentes deben ser revisadas, aunque sean incomprensibles al primer vistazo o aun cuando su primera edición esté en otro idioma, me refiero a: Atlas Shrugged, de Ayn Rand; IT: Root of all Evil, de Chodorov; The Wealth of Nations, de Smith; Two Arguments for Fixed Rates, de Laffer, así como interminables obras sobre la progresividad tributaria.

			c) Una formación orientada hacia el alumno

			¿Tenemos conocimiento sobre cómo se desarrolla un profesional fiscal? ¿Cómo inicia, cómo crece y cómo madura? Esto es fundamental en la acción educativa y carecemos de esa información al momento de diseñar los contenidos. No dudo que alguien lo sepa, pero lo que sí puedo afirmar es que esa información no fluye hacia la tropa que estamos frente a grupo semestre con semestre. ¿De qué sirve generar información si la misma no se comparte o no se analiza? Algunos autores (véase Claparede) sostienen que no debemos educar para el futuro, que nuestra preocupación no debería ser en dónde trabajará este contador.

			En lugar de ello deberíamos concentrarnos en atender las necesidades presentes de nuestros estudiantes, no debemos preparar para la vida sino buscar que la universidad sea la vida misma, partir del interés que tiene el estudiante en esta edad, en esta etapa de su vida académica. Nuevamente preguntas, no pretendo ofrecer las respuestas. Bajo este pensamiento, el ambiente en donde se desarrolla la educación es más importante que el método. Ubicar que tenemos frente a nosotros a un profesional fiscal en formación, por lo que es poco relevante lo que aprenda sobre el procedimiento para determinar un impuesto conforme a reglas que son vigentes temporalmente, le habremos enseñado una forma de cálculo que quizá para el semestre próximo ya habrá sido derogada. En lugar de una formación instruccional, podríamos enseñar autonomía y autogobierno. 

			No podemos olvidar que estamos tratando con el desarrollo y con la vida de un joven estudiante que muchas veces no sabe por qué llegó a esa carrera, en la mayoría de las veces no tiene trabajo y carece de dinero para hacer frente a sus necesidades más elementales, muchos incluso, todavía reciben manutención de sus padres. Busquemos una educación basada en la realidad de nuestra población estudiantil. Permítame la siguiente afirmación: La Universidad para el estudiante y por el estudiante. Nadie más cabe en esa frase. Ni siquiera el profesor.

			d) Hacia una filosofía educativa: interés+esfuerzo

			Así entonces, podríamos partir del interés que tiene el estudiante por formarse como profesional fiscal. Rousseau sostenía que ese interés es el gran móvil, el que lleva lejos y con seguridad. ¡Vaya qué necesitamos alumnos motivados hacia su formación! Es posible que muchos estudiantes aprenderían más sin un profesor en el aula, buscarían sus propias respuestas sabiendo que no hay quién llegue a resolvérselas, por lo que sería bueno abandonar la idea de que solo nosotros como académicos podemos enseñar, olvidando que existes libros y revistas que pueden guiar a un estudiante que tiene curiosidad y necesidad. Bajo esta perspectiva nuestro objetivo será: estimular el deseo de aprender. Avivamiento, interés, afición, inclinación, atracción, ahínco, empeño por lo fiscal. ¿Podríamos lograrlo? Profundidad en lugar de cantidad.

			e) El problema de los métodos

			“La vida sin reflexión es una vida que carece de sentido”, afirma Ferrière (citado en Palacios [1998]). Problematicemos con los alumnos, expongamos casos que deban resolver, asuntos profundos, complejos, que requieran de su esfuerzo en lugar de ejercicios sosos que tienen una resolución automática. Traigamos la realidad al aula, los asuntos concretos, las disputas en los tribunales, los acuerdos conclusivos y el pensamiento empresarial al que se enfrentarán en su ejercicio profesional. En este escenario, el profesor toma un papel preponderante en la educación, pues es quien guía al estudiante, se convierte en la persona que se puede seguir porque eso que se expone ya lo vivió y su ilustración puede servir para conocer uno de los distintos caminos que se podría tomar. 

			Al poco tiempo, el alumno se dirigirá solo, estará siempre en busca de problemas que requieran una solución, se habrá convertido en un solucionador de asuntos, experto en toma de decisiones. El aula se habrá convertido en un laboratorio dentro del cual vivió, escuchó posiciones, alternativas, advirtió riesgos y sostuvo debates en los que cada quien pensaba que su solución era la mejor hasta que escuchó al otro con una propuesta más adecuada. Se está formando realmente. Invito a enseñar principios y no métodos. 

			Parafraseando a Piaget, podría decir que el propósito de la educación universitaria consiste en adaptar al estudiante al medio social y profesional que le espera, para eso lo formamos, para que pueda ingresar a esa comunidad profesional de especialistas fiscales, para que pueda leer y comprender la forma de pensar del contador, la ruta que tiene la Contaduría Pública, ¿podrá insertarse ese estudiante? ¿Lo logrará? Desarrollo intelectual y desarrollo moral. Inteligencia y personalidad. La intelectualidad no es suficiente, hace falta la “moral de convivencia”.

			f) Una educación para el pueblo

			¿Podemos aislar la educación universitaria de los hechos sociales y políticos del país? No es posible cerrar la puerta del aula y pensar que afuera nada sucede, asumir que no existe explotación laboral ni terrorismo fiscal. Más bien, deberíamos ligar al alumno con la realidad, con los problemas que le atañen a él y a su entorno, es decir, ¿cómo se interrelaciona el sistema fiscal mexicano con la escasez, el hambre, la desnutrición, la falta de empleo y la corrupción que sufren las personas que deben hacer frente al pago fiscal? Finalmente, la universidad es una continuación a la vida del pueblo.

			Febrero 2017.

			

			

			Referencias 

			Carmona G., M. (2008). “Hacia una formación docente reflexiva y crítica: fundamentos filosóficos”. Revista de Teoría y Didáctica de las Ciencias Sociales, 13, enero-diciembre, 2008, pp. 125-146.

			Freire, P. (1997). Pedagogía de la Autonomía. Buenos Aires: Siglo XXI Editores.

			Giroux, H. (1990). Los profesores como intelectuales: hacia una pedagogía crítica del aprendizaje. Barcelona: Paidós.

			Imbernón, F. (1988). La formación y el desarrollo profesional del profesorado, hacia una nueva cultura profesional. Barcelona: Graó. 

			Palacios, J. (1998). La cuestión escolar, críticas y alternativas. México: Fontamara.

			Parra Chacón, E. (2002). Didáctica para el desarrollo del pensamiento crítico en estudiantes universitarios. Facultad de Medicina, Universidad de Cartagena, Colombia, aprobado para su publicación el 21 de noviembre de 2002.

			Rogers, C. y Freiberg, H. J. (1996). Libertad y creatividad en la educación. Barcelona: Paidós Ibérica.

			Rozada Martínez, J.M. (1997). Formarse como profesor: guías de textos para un enfoque crítico. Oviedo.

			Schiffrin, A. (2007). Una educación política. Entre París y Nueva York. Barcelona: Península

			Torres Hernández, M.J. (2010). “La formación de docentes universitarios reflexivos”. En Sujetos de la Educación, Universidad Tecnológica de Nayarit, México.

			

			
				
					1

				

				
					El autor no pretende ser exhaustivo en la revisión a las teorías educativas ni en la presentación de sus autores, la categorización presentada se basa en la agrupación que realiza Jesús Palacios en su obra La cuestión escolar, en la cual clasificó las críticas contemporáneas a la escuela en cuatro bloques.
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					Sobre esto ya he disertado y publicado. Véase “De homo-sylvestris a homo-sapiens. La ontogénesis del contador”, en la revista Contaduría Pública del IMCP.
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			Clasificación de los impuestos: directos e indirectos

			Cuando se aborda el tema de las “Contribuciones indirectas” implica que el lector debe tener presente que estamos en presencia de una clasificación o agrupación en donde también existen las contribuciones directas. No podemos omitir que existe un sinnúmero de clasificaciones sobre las cuales se puede agrupar a las contribuciones a efectos de estudiarla, como son las contribuciones reales y las personales, siendo las primeras aquellas que se establecen en función de la cosa, mientras que los personales toman en cuenta la situación del sujeto pasivo; también existen los impuestos específicos y los porcentuales (ad-valorem) que pueden fijarse como una cantidad cierta en dinero o especie, en función del acto o actividad gravada; o bien, se establecen como un porcentaje que estará en función del valor del bien o servicio que se pretende gravar. 

			Otra clasificación existente es la de los impuestos con fines fiscales o parafiscales, siendo los primeros los que están estrechamente relacionados con el ingreso nacional, el que se cobra para engrosar las arcas públicas; mientras que los parafiscales serán aquellos que tienen un fin distinto, adicional o complementario al contributivo, se puede establecer como regulador económico para incentivar o desincentivar la práctica de una actividad, puede ser con un objetivo de carácter social, entre otras funciones.

			Regresando al análisis de las contribuciones sobre la base de directos e indirectos, su asignación está relacionada con la manera en que será gravado el individuo en función con su riqueza, por ejemplo, un impuesto directo recae sobre la riqueza que se evidencia por sus elementos ciertos, como son los ingresos, el patrimonio y además, se aplica sobre la persona que los obtiene, en comparación con la contribución denominada indirecta, la cual no grava la riqueza en sí misma, sino la riqueza presunta que puede tener un individuo y que se manifiesta cuando realiza consumos o transferencias; es decir, se conceptualiza la idea de que la capacidad contributiva del contribuyente es directamente proporcional a su capacidad que tiene para gastar, la cual exterioriza por medio de los flujos de efectivo que manifiesta al comprar o gastar en bienes o servicios (como si la capacidad o necesidad de gastar fuera un sinónimo de la posibilidad económica de contribuir al gasto público, lo cual también sería sujeto de estudio), como lo ha sostenido la Primera Sala de la SCJN al señalar que si una persona adquiere un vehículo sobre el cual acepta la factura por su valor y paga por ella al adquirirlo, “evidencia una determinada manifestación de riqueza, como indicador de su capacidad para contribuir al gasto público” Tesis: 1a. CXXXII/2007 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXV, Junio de 2007.

			Así lo han concluido los Tribunales Colegiados de Circuito: 

			Conforme al artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a su interpretación por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el principio de proporcionalidad tributaria radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad contributiva. Esto es, para que un gravamen sea proporcional, debe existir congruencia entre la contribución creada por el Estado y la capacidad contributiva de las personas, entendida ésta como la potencialidad real de contribuir al gasto público (Tesis: IV.2o.A.104 A (10a.), visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV).

			No omitimos señalar que la fiscalidad de los impuestos indirectos ha sido duramente criticada, porque tener ingresos en un periodo de tiempo o un patrimonio acumulado que permita a una persona erogar recursos en la compra de bienes, no determina en realidad su capacidad contributiva, se requiere de un análisis integral para conocer, por ejemplo, si la riqueza acumulada ya fue afecta al pago de un impuesto y por consiguiente, debería permitirse su gasto sin gravamen; o bien, si la persona obtiene ingresos importantes en un periodo de tiempo, podría considerarse que tiene una capacidad económica muy importante y, por consiguiente, se solicitaría el pago del impuesto, pero con un análisis profundo se podría encontrar que ese importe sería su único sostén en un periodo prolongado de tiempo, por lo que si esa persona distribuyera sus ingresos en todo el tiempo que estará sin los mismos, la base gravable de su contribución debería ser diferente -menor-.

			Estos efectos adversos se presentaron en disposiciones, ya derogadas, como sucedió en la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única (IETU), que gravaba las entradas de efectivo en las cuentas bancarias, pero si ese dinero corresponde a un anticipo por el cual se tendrá que erogar de manera paulatina en gastos necesarios para la obtención del ingreso, el contribuyente estaba obligado a pagar el impuesto sin la aplicación de deducciones y posteriormente, tendría un sinnúmero de gastos deducibles que podrían llevarlo a una base negativa (lo que en otros impuestos, como el ISR, se denominaría pérdida fiscal), pero como ese impuesto era mensual, ya para entonces se debió cubrir en el periodo en que se recibió el efectivo, lo cual, causaba un perjuicio al contribuyente porque se veía obligado a enterar un impuesto sobre una base irreal, su capacidad contributiva era medida por el depósito en un mes y no sobre la utilidad en un periodo, digamos, al menos de doce meses, en donde se hubiera reflejado con mayor certeza su verdadera capacidad para contribuir. Si bien el IETU ya está derogado, los efectos adversos señalados persisten, en cierta medida, en la Ley del IVA que ahora analizamos, pues al establecer el pago del impuesto sobre la base de efectivo, supone que ese contribuyente puede soportar una gran carga fiscal en un mes determinado, aunque se trate de un anticipo sobre el cual tendrá que realizar erogaciones paulatinas en meses futuros.

			Esta obra presenta el estudio que realizamos sobre las contribuciones indirectas, por ser la forma en que el Estado mexicano (y muchos otros gobiernos en el mundo) han diseñado su esquema tributario. Para muchos, los impuestos indirectos son una salida a la evasión ante la incapacidad del Gobierno para obligar a todos los actores del comercio a inscribirse en el Registro Federal de Contribuyentes (RFC) y obligarlos a pagar sus impuestos, con base en sus entradas, ingresos o patrimonio existente.

			Ante eso, los gobiernos consideran que es mucho más sencillo esperar a que el individuo, registrado o no en el RFC, pague servicios, compre bienes, rente propiedades, etc., para solicitarle el pago del impuesto indirecto, por lo que surge una pregunta válida, ¿será el impuesto indirecto la mejor forma de gravar la capacidad contributiva de las personas, o más bien se trata de la manera más cómoda de los gobiernos para cobrar los tributos al momento de que las personas consumen bienes o servicios?

			Algunos estudiosos de la economía (véase ciat.org) señalan que los impuestos indirectos tienen muchas ventajas sobre los impuestos directos, ya que quienes lo pagan pocas veces se dan cuenta de los mismos, debido a que los precios de los bienes o servicios se ofertan con el impuesto incluido, por lo que consideran que tales bienes son costosos por sí mismos y teniendo tales consumidores la capacidad económica de adquirirlos, lo hacen sin cuestionar cuánto de lo que están consumiendo es en realidad impuesto, por eso también se argumenta que son menos impopulares que los impuestos directos, lo son eso sí, pero porque el consumidor no los observa desglosados en sus compras (a menos que así lo solicite). 

			Este efecto de no advertir el impuesto incorporado en el precio de los bienes o servicios es criticable, porque parte de la premisa de que el consumidor no advertirá esa situación y, por consiguiente, tampoco se inconformará, que en esencia podríamos decir está en el límite del engaño.

			También se dice que los impuestos indirectos son más productivos porque el Estado no tiene que perseguir a los consumidores para que enteren el tributo, imponen esa carga al resto de los contribuyentes exigiéndoles agregar el impuesto a los precios y al final de un periodo, solicitan a ese contribuyente que reporte el dinero recaudado a otros contribuyentes o consumidores. Sobre este supuesto, es opinión de quien escribe que estamos ante un deber (el que un contribuyente recaude el impuesto a un particular y luego enterarlo al Fisco Federal) que supera la obligación constitucional, toda vez que el artículo 31, fracción IV de la nuestra Carta Magna obliga a los mexicanos a contribuir para el gasto público, pero no lo sujeta a ser un cobrador o recaudador de impuestos, el contribuyente no tiene la obligación de coadyuvar, sin contraprestación, a recaudar los tributos, la función de recaudar es propia de los estados. 

			Bajo esta premisa, es claro que el contribuyente tiene que destinar recursos propios para recolectar impuestos que no son suyos y si el único beneficiario es el propio Estado, porque es aquel a quien el contribuyente le entrega el dinero cobrado en su nombre, ¿por qué entonces el Gobierno no le paga una contraprestación al contribuyente que le ayudó a recaudar? ¿Podría un contribuyente negarse a cobrar tributos del Estado argumentando que esa no es su obligación constitucional? Esto se mira con mayor claridad en la retención del IVA a que se refiere el artículo 1-A de la ley respectiva, lo cual abordamos con mayor profundidad en el apartado correspondiente.

			Es claro que las leyes secundarias establecen al particular esa obligación y, además, se le atribuyen sanciones importantes si no lo hacen,3 y ante ese temor fundado, el contribuyente accede, pero no significa que esto sea leal ni mucho menos honesto, si el contribuyente tiene un aparato administrativo robusto no implica que deba ponerlo al servicio del Estado para ayudarle a recaudar a cambio de nada.

			También se menciona que los impuestos indirectos son benéficos -para el Estado claro- porque gravan a toda la población, independientemente de su nacionalidad, basta con que tales actos o actividades se hayan realizado en territorio nacional. Además, se argumenta que la recaudación producto de los impuestos indirectos se mueven con mayor rapidez hacia la alza o baja, en función de la economía del país, por lo que es un indicador confiable de la economía nacional, ya que se basa en las compras y en las ventas sobre los flujos efectivos que se presentan en un periodo determinado, lo cual permite moverse libremente, según las situaciones que una población tenga.

			No obstante, consideramos que los impuestos indirectos no son justos (permítase la expresión de justicia que por sí ya podría ser sujeta a escrutinio), porque al ser pagados por toda la población, las personas con menores recursos se ven obligados a realizar el pago del tributo, cuando eventualmente adquieran un bien costoso que hubiere sido producto de un periodo prolongado de ahorro, basta la adquisición de ese bien suntuario para que en esa proporción, el pago del impuesto se presente, no importando el origen de los recursos -pudiendo ser incluso de una donación o legado-, al momento de adquirir el bien, pagar el servicio o rentar la cosa, se vincula al pago del impuesto como si fuera suficientemente rico para soportar esa carga fiscal. Esto es, los impuestos indirectos medidos sobre un periodo tan corto de tiempo (un mes) corren el riesgo de no cuantificar adecuadamente la capacidad contributiva de una persona y exigirle el pago de un tributo desproporcionado.

			Comentarios sobre la equidad y proporcionalidad tributaria

			Las contribuciones en México se encuentran reguladas en las leyes particulares que fueron creadas para dar continuidad a la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, leyes que se conocen como complementarias o secundarias de la Constitución, esto bajo la premisa de que es la Constitución la ley fundamental en nuestro sistema jurídico nacional, y por excelencia el ordenamiento legal que dicta los principios y fundamentos con los que se debe conducir el resto de las normas legales.

			Así, podríamos afirmar que la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA) es la ley reglamentaria del artículo 31, fracción IV constitucional, pero no es exclusiva, todas las leyes fiscales en México derivan o deberían derivar de la disposición citada (LISR, LIEPS, LIGIE, etc.); por ello, es imprescindible que cualquier estudioso del Derecho Fiscal tenga una buena comprensión de la disposición citada que a la letra dicta: “Son obligaciones de los mexicanos: […] IV. Contribuir para los gastos públicos […] de manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes”.

			De aquí derivan los dos principios tributarios: el de equidad tributaria y el de proporcionalidad -que no son los únicos que deben considerarse. El primero se refiere a que todos los contribuyentes debemos ser tratados con las mismas reglas de imposición o excepción. La Jurisprudencia Tesis: P./J. 42/97 visible en el Semanario Judicial de Federación del mes de junio de 1997, nos da luz sobre la interpretación a este principio:

			EQUIDAD TRIBUTARIA. IMPLICA QUE LAS NORMAS NO DEN UN TRATO DIVERSO A SITUACIONES ANÁLOGAS O UNO IGUAL A PERSONAS QUE ESTÁN EN SITUACIONES DISPARES. El texto constitucional establece que todos los hombres son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social; en relación con la materia tributaria, consigna expresamente el principio de equidad para que, con carácter general, los Poderes públicos tengan en cuenta que los particulares que se encuentren en la misma situación deben ser tratados igualmente, sin privilegio ni favor. Conforme a estas bases, el principio de equidad se configura como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico, lo que significa que ha de servir de criterio básico de la producción normativa y de su posterior interpretación y aplicación. La conservación de este principio, sin embargo, no supone que todos los hombres sean iguales, con un patrimonio y necesidades semejantes, ya que la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos acepta y protege la propiedad privada, la libertad económica, el derecho a la herencia y otros derechos patrimoniales, de donde se reconoce implícitamente la existencia de desigualdades materiales y económicas. El valor superior que persigue este principio consiste, entonces, en evitar que existan normas que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho, produzcan como efecto de su aplicación la ruptura de esa igualdad al generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas, o bien, propiciar efectos semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones dispares, lo que se traduce en desigualdad jurídica.
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PRINCIPIO DE GENERALIDAD TRIBUTARIA. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON LA CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS.

			Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 811/2008, del que derivó la tesis aislada 1a. IX/2009 (*), estableció que el principio de generalidad tributaria se encuentra asociado a la igualdad en la imposición, y constituye un límite constitucional a la libertad de configuración del sistema tributario, el cual se traduce en un mandato dirigido al legislador para que, al tipificar los hechos imponibles de los distintos tributos, alcance todas las manifestaciones de capacidad económica, buscando la riqueza donde se encuentre. Así, el principio de generalidad tributaria en sentido negativo, obliga a enfatizar la proscripción de la condonación no razonable a los dotados de capacidad contributiva; de ahí que las condonaciones -y, en general, las formas de liberación de la obligación- deben reducirse a un mínimo, si no abiertamente evitarse y, en todo caso, justificarse razonablemente en el marco constitucional, es decir, cuando se introducen deben seguirse bases objetivas, de forma tal que los medios utilizados resulten razonables en proporción con los fines perseguidos…

			Por lo que respecta al principio de proporcionalidad, el cual tiene por objeto establecer que la carga tributaria será mayor para el contribuyente con mayor poder adquisitivo, o lo que podríamos parafrasear, que pague más impuestos el más rico, en opinión de quien escribe, considero que este principio debe ser revisado, ya que no alienta la productividad, ya que pareciera que los ricos deben ser señalados y se crea una ideología de ricos vs. pobres, ¿o será acaso que estamos frente a un discurso que gana adeptos?, propugnar por los pobres, cobrándoles a los ricos.

			En sí mismo, el principio no es inadecuado, ya que uno de los objetivos de las contribuciones es precisamente la redistribución de la riqueza, logrando quitar parte de la misma a quien tiene acumulado un patrimonio importante, para entregarla nuevamente a la sociedad, por medio del gasto social o de las obras públicas que se financian con los impuestos recaudados.

			El principio de proporcionalidad, según la Suprema Corte de Justicia de la Nación visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Noviembre de 1999, Tesis P/J 109/99 página 29, consiste en que los sujetos pasivos de un tributo deben contribuir a los gastos públicos, en función de su respectiva capacidad contributiva. Para esto se requiere que el hecho imponible del tributo refleje una auténtica manifestación de capacidad económica, que es la potencialidad real de contribuir a los gastos públicos, por lo que existe una estrecha relación entre el hecho imponible y la base gravable a la que se aplica la tasa o tarifa del impuesto.

			No obstante, también vía Jurisprudencia, se aclara que tratándose de impuestos indirectos no se puede tener las mismas reglas que existen para los impuestos directos; es decir, se debe atender al tributo que se analiza para determinar si la norma que determina el impuesto es o no proporcional, como sigue:4

			PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. PARA DETERMINAR SI UNA CONTRIBUCIÓN CUMPLE CON ESE PRINCIPIO, ES NECESARIO ATENDER A SU NATURALEZA PARA ESTABLECER LAS FORMAS COMO SE MANIFIESTA LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA. La capacidad contributiva no se manifiesta de la misma manera en todas las contribuciones, pues aparece en forma directa e inmediata en los impuestos directos, como los que recaen en la renta o el patrimonio, porque son soportados por personas que perciben, son propietarias o poseedoras de ellos, mientras que en los indirectos la capacidad tiene un carácter mediato como la circulación de bienes, la erogación, el gasto y el consumo, ya que parten de la previa existencia de una renta o patrimonio, y gravan el uso final de toda la riqueza a través de su destino, gasto o tipo de erogación que refleja indirectamente dicha capacidad. Luego, para determinar si una contribución cumple con el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario atender a la naturaleza de dicho tributo a fin de conocer la forma como se manifiesta y modifica la capacidad contributiva.

			
			Sobre la capacidad contributiva

			Lo importante que debe definirse no es si el rico debe pagar más, sino la forma de medir esa riqueza, la cual es la capacidad contributiva; es decir, ¿hasta dónde puede aportar un individuo sin que ese aporte ponga en riesgo su supervivencia y la de su familia? Suponiendo sin conceder, que el principio de proporcionalidad es aceptado de manera conceptual (que pague más el más rico), queda aún un largo camino que recorrer al establecer la manera en que se medirá la capacidad que tiene un individuo para contribuir, ya que la riqueza (patrimonio) de las personas puede moverse constantemente,5 por lo que la disputa no está en el principio mismo, sino en el mecanismo (teorías) que se han adoptado para medir esa riqueza. 

			Los tratadistas señalan que se puede medir la riqueza de una persona por la cantidad de bienes que posee (teoría adoptada por el Impuesto al Activo, hoy derogado), medir la riqueza en función de la capacidad que tiene un negocio o un individuo de generar efectivo (adoptada por la Ley del IETU, hoy derogada), o mediante su capacidad de gasto o compra de bienes y servicios, aduciendo que se conoce qué tan rico es una persona en función de su nivel de vida (adoptado por la Ley del IVA), o bien, por los ingresos contables que obtiene, provenientes de su facturación, sin importar si el derecho al cobro implícito en las facturas es realmente recuperable o no (adoptado por la Ley del ISR), en fin, nos parece que esto es lo que debe abordarse, determinar cuál es la mejor forma en que un individuo debe ser analizado para conocer su verdadera capacidad contributiva y no haciéndolo sobre ficciones jurídicas o estimaciones falsas.

			Los profesionales contables han señalado que mantener la administración que debe llevar un contribuyente para conocer el impuesto que debe enterar es gravoso, al grado de catalogarla como anticonstitucional por no atender al principio de proporcionalidad; es decir, llevar los registros contables como lo señalan las disposiciones legales es demasiado costoso y los contribuyentes no pueden enfrentarlo; no obstante, mediante la tesis aislada 1. XCIX/2006 visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta en el mes de junio 2006, página 187, se aclara que el principio de proporcionalidad tributaria está dirigido a las contribuciones en sí mismas consideradas, a sus elementos esenciales como los son el objeto, base, tasa o tarifa, y a los elementos que trascienden a la obligación esencial de pago, pero no así a las obligaciones formales que están relacionados con los medios de control que ha fijado la autoridad administrativa, como lo es, la forma y requisitos en que debe llevarse la contabilidad de los contribuyentes. 

			Esto significa que la protección constitucional para el ciudadano se refiere al impuesto, propiamente dicho, pero no así de las implicaciones materiales, aunque sean desproporcionales y costosas, que conlleva administrar los tributos a pagar. No obstante, la propia tesis destaca que es válido analizar el costo inherente al cumplimiento de la obligación formal, el cual tiene un impacto general -no fiscal- en las finanzas del contribuyente que le produce un agravio de vinculación económica; es decir, se reconoce la existencia de un posible agravio, pero al no ser jurídico no es idóneo solicitarlo, demandando el amparo y la protección de la justicia federal, entonces, ¿cuál sería el camino para inconformarse ante lo costoso que le resulta al contribuyente mantener una contabilidad actualizada y detallada?

			La obligación de pagar impuestos se encuentra consagrada en el artículo 31, fracción IV constitucional, al obligar a los mexicanos a contribuir para el gasto público, de manera proporcional y equitativa, según dispongan las leyes respectivas, pero esta obligación constitucional de concurrir al levantamiento de las cargas públicas tiene un contenido esencialmente económico, lo cual implica la disposición de recursos monetarios a favor del Estado por concepto de contribuciones, de ahí que en cualquier actuación legislativa que repercuta en la obligación tributaria sustantiva -el pago-, los principios constitucionales en materia tributaria deben tener plena eficacia.
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DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SUS ALCANCES EN MATERIA TRIBUTARIA.

			Existen diversas acepciones de lo que debe entenderse por derecho al mínimo vital en el ámbito tributario, sin que exista una posición unánime al respecto. Sin embargo, puede apreciarse una misma postura en cuanto a la forma en la que ese derecho, como derivación del principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, busca resguardar los signos de capacidad económica -mas no contributiva, en tanto no resulta idónea para tal fin- destinados a satisfacer necesidades primarias, de manera que en tanto se supere ese nivel mínimo, la auténtica capacidad contributiva del causante impone la necesidad de aportar al sostenimiento de los gastos públicos, en cumplimiento a la obligación establecida en el precepto referido. En ese sentido, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el derecho al mínimo vital se configura, desde el punto de vista tributario, como una proyección del principio de proporcionalidad tributaria y entraña una garantía de las personas, por virtud del cual el legislador, al diseñar el objeto de las contribuciones e identificar la capacidad idónea para contribuir, debe respetar un umbral libre o aminorado de tributación, según sea el caso, correspondiente a los recursos necesarios para la subsistencia de las personas, en el cual le está vedado ejercer sus facultades por no estar legitimada constitucionalmente la imposición de gravámenes sobre ese mínimo indispensable, es decir, un derecho por cuya virtud las personas no serán llamadas a contribuir en tanto no satisfagan sus necesidades más elementales, correlativo al deber del legislador de respetar este límite.

			Definición de contribución

			En nuestro sistema jurídico mexicano no tenemos una definición de “contribución”, solo su clasificación, entonces, conforme al artículo 2 del Código Fiscal de la Federación podemos afirmar que las contribuciones se materializan en impuestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos. 

			Para tener una mejor comprensión de la expresión contribución, hemos agrupado los conceptos y elementos que deben reunir, y basados en esto nos permitimos exponer nuestra definición:

			Contribución es la carga que tienen los particulares que afrontar cuando se encuentran en la situación jurídica o de hecho que esté prevista en la ley correspondiente, siempre que la norma haya sido creada por medio de la potestad tributaria del Estado, en la cual se fije con claridad el sujeto, objeto, base, tasa o tarifa y que además, se establezcan de forma proporcional, equitativa y que su recaudación tengan como destino el gasto público.6

			El Décimo Quinto Tribunal Colegiado en materia administrativa del Primer Circuito, mediante Jurisprudencia I.15o.A. J/9, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXXI, Abril de 2010, página: 2675, ha definido que: 

			El tributo es una prestación patrimonial de carácter coactivo y a título definitivo, que de manera unilateral y como producto de la potestad tributaria, fija el Estado a cargo de las personas que realizan determinada conducta lícita, definida legalmente mediante una hipótesis jurídica o de hecho que es reflejo de capacidad económica, y cuyo destino es financiar el gasto público…

			La contribución se configura por elementos cuantitativos y cualitativos. Los elementos cualitativos, definidos así porque fijan el campo de aplicación de cada contribución, son el hecho imponible y el sujeto pasivo, mientras que los elementos cuantitativos (o mesurables) fijan los parámetros para determinar el monto de la deuda tributaria para cada caso concreto, como es la base gravable y la tasa o tarifa que se habrá de aplicar. 

			El hecho imponible es la hipótesis jurídica que el legislador elige como generadora del tributo, que son un conjunto de presupuestos abstractos contenidos en una ley, los cuales derivan en la obligación tributaria.

			Bajo este contexto nos permitiremos analizar uno de los impuestos indirectos de mayor importancia en México: el Impuesto al Valor Agregado, por tratarse de un impuesto de tal forma generalizado en donde, prácticamente, el universo de la población lo habrá causado en algún momento de su vida cotidiana, no así otros impuestos que solo se causan si el particular realiza cierto tipo de actividades o adquiere bienes identificados con el impuesto, como el caso de los cigarros que se sujeta al pago del IEPS.
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					Por ejemplo, si un contribuyente no retiene el IVA que se le trasladó, estará obligado a enterarlo al Fisco Federal aunque no lo hubiere recibido, o si un contribuyente no agregó el IVA a los bienes o servicios que ofrece, la autoridad asumiría que tiene el impuesto al valor agregado incluido y deberá pagar el IVA descontándolo del precio de los bienes ofrecidos.
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					Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXIX. Abril. 2009. Pág. 1129. Jurisprudencia número P./J. 2/2009.
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					Si aceptamos, claro, la clasificación del “patrimonio de explotación” como válida, la cual menciona que los elementos que la constituyen son sustituidos de manera cotidiana, como en el caso de los comerciantes. Este tipo de patrimonio se administra enajenando e implica la disposición de los bienes, mientras que existen otras dos clasificaciones adicionales: la del patrimonio de liquidación y de derecho común.
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					Resaltamos que en nuestra definición, el impuesto: 1. Es una carga; 2. Se establece en una ley; 3. Es resultado de la potestad tributaria; 4. Contiene los elementos de la contribución listadas en el Código Fiscal de la Federación, y 5. Respeta los principios constitucionales de proporcionalidad, equidad y destino del gasto.
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